AL TRIBUNAL ECONÓMICO-ADMINISTRATIVO

 DEL AYUNTAMIENTO DE LOGROÑO

Avda. de la Paz 11, Bajo, 26071 

Logroño (La Rioja)


XXXX, mayor de edad, y con DNI nº XXXX, actuando en nombre y representación de la mercantil “XXXX”, tal y como se acredita con el documento nº 1 que se adjunta, con CIF nº XXXX, y domicilio en XXXX, ante este Ayuntamiento comparezco y DIGO:

Que formulo RECLAMACIÓN ECONÓMICO-ADMINISTRATIVA contra la liquidación nº XXXX, (documento nº 2), concepto Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (IIVTNU), y ello sobre la base de las siguientes

ALEGACIONES

PRIMERA.- El origen de esta liquidación se encuentra en la escritura pública de fecha XXXX (obrante en el expediente), en virtud de la cual mi mandante transmitió a XXXX la parcela urbana con referencia catastral XXXX, por un precio de XXXX euros.

Mi mandante había adquirido esta finca en virtud de escritura pública de compraventa de XXXX, siendo su precio el de XXXX euros (documento nº 3).


Es decir; sin tener en cuenta otras consideraciones ajenas al precio estrictamente considerado (como pueda ser la inflación), el precio por el que mi representada ha trasmitido la finca catastral XXXX en la operación que ha dado lugar a la liquidación recurrida es XXXX euros menor al precio que pagó para adquirirla.
Lo anterior supone que la finca transmitida por mi mandante, lejos de haber experimentado un incremento de valor desde que la adquirió, ha experimentado una muy notable pérdida de valor.
SEGUNDA.- Aún así, el Excmo. Ayuntamiento de Logroño ha practicado a mi mandante una liquidación por el IIVTNU, sobre la premisa de que desde que adquirió la parcela catastral XXXX en el año XXXX hasta que la ha transmitido en el año XXXX ha experimentado un incremento de valor; premisa equivocada, como acabamos de apuntar, pues el escenario es precisamente el opuesto: la finca ha experimentado un descenso de valor de más de XXXX euros como consecuencia del archiconocido cambio de contexto económico en el sector inmobiliario.

La Administración tributaria parte de esa premisa equivocada porque fija el supuesto incremento de valor de la finca trasmitida, no con fundamento en la realidad de los hechos y del mercado, sino en la simple aplicación de las reglas existentes para calcular la base imponible (artículos 107.4 TRLHL y 6 de la Ordenanza fiscal nº 6, reguladora del IIVTNU).

Lo anterior supone que el Excmo. Ayuntamiento de Logroño ha practicado a mi representada una liquidación por IIVTNU pese a que no se ha realizado el hecho imponible, consistente en la existencia efectiva de un incremento de valor puesto de manifiesto a consecuencia de una transmisión (artículos 104.1 y 107.1 TRLHL y 2 de la Ordenanza fiscal nº 6, reguladora del IIVTNU).

En este sentido, debe advertirse que, por la propia definición de su hecho imponible, para que el IIVTNU pueda exigirse resulta indispensable que el bien transmitido haya experimentado un incremento de valor, de modo que si éste no tiene lugar no se produce ese hecho imponible y, por tanto, no cabe exigir el impuesto.


Y toda vez que el hecho imponible constituye el presupuesto fijado por la ley para configurar el IIVTNU, cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria (artículo 20.1 LGT), su ausencia en el caso que nos ocupa implica la improcedencia de la liquidación recurrida y, por ende, la procedencia de anularla en estimación de la presente reclamación (artículo 63.1 LRJAP-PAC).

TERCERA.- El supuesto de hecho aquí expuesto es idéntico al enjuiciado por la sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 13 de Barcelona, de 22 de enero de 2013 (rec. 152/2012).

En el caso sometido a la consideración de este Juzgado, la parte recurrente adquirió un inmueble en 2005, en plena burbuja inmobiliaria, y la venta tuvo lugar en 2012, en plena crisis económica y bajada de precios de los inmuebles, de tal suerte que el precio de compra en el año 2005 fue superior al precio de transmisión en el año 2012.

A partir de este dato, y sobre la base de cierta jurisprudencia (como las sentencias del TSJ Cataluña de 22 de mayo de 2012, rec. 502/2011, y de 21 de marzo de 2012, rec. 432/2010), el Juez razona que “parece evidente que la ausencia objetiva del incremento del valor dará lugar al no sujeción del impuesto, simplemente como consecuencia de la no realización del hecho imponible”, dado que la contradicción legal que pueda darse entre los artículos 104 y 107 TRLHL “no puede ni debe resolverse a favor del método de cálculo y en detrimento de la realidad económica, pues ello supondría desconocer los principios de equidad, justicia y capacidad económica”. Y añade:

“Estas conclusiones, ya sostenidas por diversos criterios doctrinales y pronunciamientos jurisprudenciales, han de considerarse incuestionables en el momento actual, a la vista de realidad económica citada. De esta forma, de ser la de la ficción jurídica la única interpretación posible del artículo 107 TRLHL, este habría de considerarse inconstitucional, pero como consecuencia de la obligación de los Jueces y Tribunales, contenida en el artículo 5.3 LOPJ de acomodar la interpretación de las normas a los mandatos constitucionales, ha de entenderse que las reglas del apartado 2 del artículo 107 son subsidiarias del principio contenido en el apartado 1 sobre el incremento (como ya hemos dicho, antes "real", y ahora "incremento" a secas, lo que no quiere decir que haya de ser irreal o ficticio).

Las consecuencias no pueden ser otras que las siguientes:

1.ª) Cuando se acredite y pruebe que en el caso concreto no ha existido, en términos económicos y reales, incremento alguno, no tendrá lugar el presupuesto de hecho fijado por la ley para configurar el tributo (artículo 104.1 TRLHL), y éste no podrá exigirse, por más que la aplicación de las reglas del artículo 107 siempre produzca la existencia de teóricos incrementos.(…)”
Traslada esta doctrina al supuesto concreto sometido a su enjuiciamiento, el resultado no puede ser más claro: 
“Trasladando los términos jurisprudenciales ut supra transcritos al caso de autos y habida cuenta que aparecen perfectamente identificados los valores de transmisión de las fincas, obrando en los documentos 13 y 14 del escrito de demanda escritura de compraventa de las fincas en fecha 9 de febrero de 2005 y escritura de transmisión efectuada en fecha 29 de junio de 2010, en las que se hace constar como valor de adquisición de la finca 715.323 euros y como valor de transmisión 602.605,32 euros, (…) debe concluirse que resulta acreditada y constatada la disminución en términos reales del valor sufrido por las fincas de autos, lo que nos debe llevar forzosamente a concluir en aplicación de la praxis jurisprudencial expuesta la inexistencia del hecho imponible y consecuentemente la no sujeción al IIVTNU, y ello sin perjuicio del resultado positivo que arroja la base imponible del impuesto, imponiéndose la estimación de la demanda”.

En la misma línea se ha pronunciado el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 1 de Logroño de 23 de septiembre de 2015.
CUARTA.- Este mismo resultado es el que debe obtenerse en esta reclamación. 

En efecto, es innegable que, como consecuencia de la situación generada por la crisis económica y del sector inmobiliario, la finca trasmitida por mi mandante ha experimentado una considerable disminución de su valor (XXXX euros). Por lo tanto, no se ha realizado el hecho imponible del IIVTNU, definido por la existencia de un incremento de ese valor (artículos 104.1 y 107.1 TRLHL y 2 de la Ordenanza fiscal nº 6, reguladora del IIVTNU), lo que impide que pueda practicarse una liquidación como la impugnada, y obliga a estimar esta reclamación.

Por lo expuesto,

A ESTE TRIBUNAL SE SOLICITA: que tenga por presentada esta reclamación, la estime, y anule la liquidación impugnada, con cuanto demás proceda.

Logroño, a XXXX de XXXX de 2015.

Fdo. XXXX
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